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Excelentísimos Señoras y Señores: 
Señoras y Señores: 
Agradezco sinceramente a la Gestora de la Real Academia de 

Legislación y Jurisprudencia de Murcia que me haya designado 
Académico; como persona vinculada por razones familiares y 
profesionales a Murcia, he aceptado este nombramiento y espero 
corresponder a él. 

Tengo mi recuerdo para la-Facultad de Derecho de la Univer­
sidad de Murcia, donde cursé mis estudios universitarios y sin que 
suponga olvido para los demás, hoy quiero tener presente a Isido­
ro Martín con el que aprendí el rigor formal del Derecho a la vez 
que enseñaba la Jurisprudencia cautelar típica del derecho roma­
no tan aplicada por mí en mi vida profesional. Antonio Reverte 
Moreno, que supo hacer lo difícilfacil, introdujo aquél año el De­
recho Civil de Federico de Castro. El Derecho Civil de España a 
través de sus esquemas jurídicos, de sus antecedentes históricos y 
de su erudición nos enseñó a los universitarios de aquélla época el 
lugar que el hombre ocupa ante la norma jurídica. 

Por último, mi recuerdo para el doctor Batlle que me animó e 
insistió en que llevase a cabo el Doctorado en esta Universidad de 
Murcia. 

Pero sería injusto creer que todos los conocimientos se han 
aprendido en los libros; a lo largo de mi vida profesional he visto 
y he tratado a muchas personas y en muy variadas situaciones y a 
través de sus problemas, de sus deseos y de sus fracasos, recibí lec­
ciones no olvidadas. Aunque ignoradas aquí, les debo a todos 
ellos este recuerdo y mi gratitud. 
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INTRODUCCION 

El tema de este discurso es el criterio o los criterios para la cali­
ficación de lo que son sociedades españolas y sociedades extranje­
ras. Dentro de este tema, la sociedad que se va a considerar es la 
sociedad anónima. La sociedad anónima tiene una superior capa­
cidad de financiación y no solo respecto a su capital monetario 
destinado a la industria o al comercio, sino de su capital financie­
ro que permite la gestión y participación en otras sociedades. Es 
un tipo de sociedad que por estas razones tiene la máxima posibi­
lidad de ser operativa en el extranjero y plantea así con exclusivi­
dad el problema jurídico de las sociedades extranjeras. 

Garrigues-Uria en sus comentarios a la Ley de Sociedades 
Anónimas señala como no es propio del texto de esta Ley deter­
minar cuándo una sociedad anónima es española o extranjera. En 
el artículo 15 del Código de Comercio y artículo 28 del Código Ci­
vil, se encuentran los preceptos básicos en materia de nacionali­
dad de sociedades y la doctrina espñola los ha tomado como base 
para su trabajo. Ahora bien, además de los textos citados, artícu­
lo 15 del e.e. y artículo 28 del C.c., el problema de las sociedades 
extranjeras ha de ser tratado en relación con los artículos 84-2, 87, 
88 y 89 del Reglamento del Registro Mercantil (R.R.M.) que no 
han sido utilizados hasta ahora a nuestro juicio en su debida for­
ma y esto es parte de este trabajo. 

Hay que tener en cuenta la ausencia de manuales de derecho 
mercantil internacional en el derecho español, salvo el antiguo de 
Gual Villalbi: Tratado de Derecho Mercantil Internacional publi­
cado en 1913. El derecho mercantil internacional ha tenido una 
exposición parcial en el Derecho Internacional Privado de Miaja 
de la Muela, parte especial, Capítulo IV y en el Derecho Interna­
cional Privado de Verplaetse en la tercera parte Título II. 

En el derecho extranjero el derecho mercantil internacional 
aparece como un cuerpo total de doctrina en el libro de Diena 
Trattato di Diritto Commerciale Internazionale, publicado en 
1900. Cavagliere publica en 1936 su Diritto Internazionale Com­
merciale. En el derecho francés, aparece en 1948 el Precis de Droit 
International Prive de Arminjon y la más reciente obra, a nuestro 
juicio la más completa que es el Droit International de Commerce 
de Loussouarn y Bredin de 1969. No pretendo acumular en este 
punto la bibliografía, sino sólo exponer estos datos como ejem­
pl~. 

El tema de este discurso es un tema de derecho internacional 
privado; toda referencia jurídica sobre otras normas no tiene más 
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que una consideración instrumental para explicar de una manera 
más fácil los problemas que plantean el examen y la calificación 
de lo que sean sociedades españolas o extranjeras. 

El e.e. determina claramente quiénes son los españoles en los 
artículos 17 al 26 de este texto legal. Todas aquéllas personas que 
no sean españolas son extranjeros, salvo los supuestos de apatri­
dia y doble nacionalidad. En el tema de sociedades no hay una 
normativa de conjunto como ocurre en el e.e. con las personas 
naturales. El análisis y la diferencia de una sociedad española y 
una sociedad extranjera exige operar la base de los artículos 15 del 
e.e. 28 e.e. y 84-2, 87, 88 y 89 del R.R.M. 

El e.e. parte del supuesto de que la sociedad tiene una nacio­
nalidad y esto queda claro en el artículo 9-11 del e.e. cuando dice 
que la Ley personal que corresponde a una persona jurídica es de­
terminada por su nacionalidad, así pues, toda persona jurídica y 
por lo tanto toda sociedad anónima, tiene una nacionalidad y co­
mo consecuencia ha de ser calificada como sociedad española o 
sociedad extranjera. 

La expresión nacionalidad de la sociedad es admitida desde 
hace tiempo por la doctrina y la jurisprudencia, ahora bien, dice 
Battifol que si la nacionalidad es la dependencia de una persona 
natural en relación con un Estado, es necesario reconocer que el 
problema se complica cuando en vez de personas naturales apare­
cen personas jurídicas. Pero no es inexacto hablar de la nacionali­
dad de las personas jurídicas, ya que si el término nacionalidad 
tiene defectos en materia de sociedades, tiene la ventaja de poder­
se utilizar la analogía en la resolución de los problemas de las per­
sonas jurídicas. 

Ahora bien, fijada la nacionalidad de una persona jurídica, 
han de determinarse dos cuestiones. Qué criterio sigue un sistema 
jurídico para decir si una sociedad es propia o es extranjera; es de­
cir, qué criterio tiene el derecho español para decidir que una so­
ciedades es española o es extranjera. Pero fijado ésto considerado 
con arreglo al derecho español que una sociedad es extranjera, ha­
ce falta determinar a qué Estado extranjero pertenece. Esto no 
puede resolverse con el empleo del derecho nacional, sino con la 
aplicación del derecho extranjero. El derecho español sólo puede 
decidir con arreglo a su normativa que nos encontramos ante una 
sociedad española o por el contrario ante una sociedad extranje­
ra. Por el derecho español no puede calificar si esta sociedad ·es 
francesa o italiana. Por el contrario, hay que acudir al derecho 
francés para determinar si la sociedad es francesa al derecho de 
Italia para saber si la sociedad es italiana. El derecho extranjero es 
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el único competente, en su caso, para atribuir a una sociedad ex­
tranjera su propia nacionalidad. 

Para la mejor exposición de este discurso, exponemos previa­
mente los criterios fundamentales en orden a la determinación de 
la nacionalidad de las sociedades. Se sigue en ésto la obra Lefebre 
D'Ovidio 1 La Nazionalita delle Societa Commerciale. Estos crite­
rios serán examinados con más detalle al tratar esta cuestión en 
materia de derecho comparado, pero como introducción vamos a 
examinarlos previamente. 

1.- Teoría de la constitución o incorporación exclusiva de los 
derechos anglosajones (lncorporation). Las sociedades tienen la 
nacionalidad del Estado en que se constituyen. La constitución en 
un Estado determinado lleva como consecuencia la sujeción de las 
Leyes de ese Estado. La nacionalidad de las sociedades se deter­
mina por lo tanto en razón del Estado donde han sido constitui­
das. Hay que tener en cuenta que en la doctrina anglosajona ésta 
es una teoría absolutamente dominante. 

2.- Teoría del domicilio social. Bajo este criterio se considera 
que la nacionalidad de una sociedad corresponde al Estado donde 
está situado su domicilio social. Este criterio sin embargo plantea 
los problemas derivados de que el domicilio social tiene en teoría 
y en la práctica una amplia interpretación. Se puede considerar 
que el domicilio social es el fijado en los Estatutos o bien el lugar 
donde se reúne la junta general o el sitio donde lo hace el Consejo 
de Administración de la sociedad, todo esto plantea problemas en 
las decisiones de los Tribunales. 

3. - El criterio económico. Este es un criterio más amplio y 
tiene por objeto determinar todo tipo de conexión político, eco­
nómico o social de una sociedad mercantil en relación con un Es­
tado; dentro de este criterio se considera el centro de explotación 
de la sociedad o bien donde se realiza el objeto principal de ella. 
El criterio del control de la sociedad se funda sobre el dominio de 
una sociedad bien por los accionistas o bien por los miembros del 
Consejo de Administración. Se trata de una sociedad cuya nacio­
nalidad no ofrece duda, pero sin embargo, la mayoría de los ac­
cionistas o los Administradores de la sociedad están constituidos 
por personas de otra nacionalidad. La sociedad tiene una nacio­
nalidad pero el dominio económico de ella pertenece a personas 
extranjeras. 

Estos son los criterios básicos que se usan para fijar la nacio­
nalidad de una sociedad y sobre la base de estos criterios vamos a 
hacer un examen del derecho comparado para poder presentar 
mejor los criterios y la calificación dentro del derecho español. 

1 Lefebre D'Ovidio. La Nazionalita della Societa Commerciale. 1939, página 4. 
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DERECHO COMPARADO 

Países anglosajones 

La nacionalidad de las sociedades en el sistema jurídico anglo­
sajón está unida a la incorporación a un Registro público. Para 
explicar mejor esta cuestión vamos a seguir el procedimiento. Pa­
ra obtener el Registro y entre elos el memorándum de la sociedad. 
Como consecuencia de ésto la sociedad obtiene un certificado de 
incorporación; incorporación al Registro público y desde esta fe­
cha la compañía aparece como una persona jurídica, puesto que 
puede acreditar que ha cumplido todos los requisitos legales. El 
certificado de incorporación (incorporation) demuestra que la 
compañía es una persona jurídica separada y distinta de los so­
cios. Charleswort y Cain. 

Este sistema jurídico anglosajón y por lo tanto del Reino Uni­
do sigue el criterio de que la sociedad tiene la nacionalidad del Es­
tado donde ha quedado registrada o incorporada. Las sociedades 
creadas o registradas en Inglaterra son inglesa; las sociedades 
creadas o registradas en el extranjero son sociedades extranjeras. 
Chesire reconoce que en el derecho inglés una sociedad ha de ser 
examinada en relación a sus efectos jurídicos viendo los vínculos 
que le unen con un Estado que son presencia, residencia, domici­
lio y nacionalidad como datos o conceptos jurídicos distintos. Pe­
ro pese a eso la nacionalidad en el derecho inglés está determinada 
por su inscripción en un Registro de Inglaterra. Palmer dice que la 
Ley determina que la nacionalidad depende del Estado donde la 
sociedad ha sido registrada o incorporada, teniendo en cuenta 
que de su incorporación al Registro depende su personalidad jurí­
dica. Si en todo lo relativo al derecho toda traducción jurídica es 
dada por aproximación, ello es más relevante en los derechos an­
glosajones debido a su lenguaje y a sus instituciones peculiares 2

• 

Derecho francés 

El derecho francés ha puesto de relieve que la teoría de la na­
cionalidad ha sido aplicada a las personas físicas y a las personas 
jurídicas. La regulación de las sociedades aparece en Francia en la 
Ley de 24 de julio de 1966. El artículo 3.0 de esta Ley dice textual­
mente que las sociedades cuya sede social está situada en territorio 
francés es!án sometidas a la Ley francesa .. Este criterio tenía sus 

2 Palmer's. Company Lawi. 1959, pag. 70. 
Pennigton. Company Law. 1969, pags. 32 y.37. 
Charlesworth and Cain. Company Law. 1983, pag. 20. 
Wolff. Derecho Internacional privado, traducido por Marín López. 1948, pag. 286. 
Chesire. Private lnternational Law. 1965, pag. 182. 
Northey and Leig's. Introduction Company Law. 1981, pag. 18. 
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antecedentes en la jurisprudencia francesa anterior a 1966. Dicha 
jurisprudencia había declarado que las sociedades cuyo domicilio 
social estaba en Francia eran franceses con la condición de que di­
cho domicilio fuera real y no ficticio. Ripert señala cómo la Ley 
de 1962 ha seguido el criterio de esta jurisprudencia. En el dere­
cho francés hay un criterio claro, hay sociedades francesas y so­
ciedades extranjeras. 

El texto básico sobre el derecho de sociedades lo constituye la 
citada Ley de 24 de julio de 1966; el artículo 3.0 -1 declara someti­
da a la Ley francesa toda sociedad que tenga su domicilio social 
en Francia, pero esto resuelve sólo una parte de la cuestión, pues­
to que hay que ver en primer lugar qué se considera como domici­
lio, social y si además de este criterio la doctrina o jurisprudencia 
ha admitido otro. 

Batiff ol expone que el mejor criterio para determinar la nacio­
nalidad de una sociedad en el derecho francés es la de considerar 
el domicilio social de esta sociedad. La jurisprudencia ha ido 
aceptando con más firmeza este criterio. Es la solución mantenida 
por el Tribunal permanente de Arbitraje Internacional y además 
la que recoje el texto citado de la Ley de 1966. 

Pero el domicilio social de una sociedad requiere una mayor 
precisión; se puede definir según Savatier como domicilio social el 
lugar donde radica el principal órgano de la sociedad y constituye 
el centro de su vida jurídica; en el domicilio social de una sociedad 
está la dirección jurídica, administrativa, financiera y técnica de 
ella. 

Esta doctrina de que la nacionalidad de la sociedad está vincu­
lada al domicilio social no resuelve en la práctica todas las cone­
xiones o relaciones de la sociedad con el Estado. Bajo un aspecto 
liberal se puede considerar domicilio social el que se designa en los 
Estatutos pero también es válido el criterio que considera como 
sede social el establecimiento principal de la sociedad. Sobre la 
base del artículo 3-2 de la Ley de 24 de julio de 1966, la jurispru­
dencia francesa, como indican Loussaouan y Bredin, ha exigido el 
domicilio social tenga los siguientes requisitos. 

A) Carácter real de domicilio social. El domicilio de una socie­
dad se basa sobre realidades y cuestiones de hecho. La determina­
ción de la realidad del domicilio social es una apreciación de los 
Tribunales sobre las pruebas que se pueden presentar sobre estos 
hechos. Una simple agencia no es suficiente para considerarla co­
mo domicilio de la sociedad. 
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B) El domicilio de la sociedad ha de ser un domicilio que res­
ponda a la existencia de la sociedad, es decir, que no exista frau­
de; la Ley de 1966 ya citada reguladora del sistema jurídico no di­
ce nada sobre este punto, pero la jurisprudencia determina que 
siempre que exista simulación en el domicilio de una sociedad se 
ha de considerar que no existe domicilio social. No puede haber 
ningún tipo de fraude o simulación en el domicilio de una socie­
dad domiciliada en territorio francés. 

Batiffol y Lagarde en su fundamental obra el Droit Internatio­
nal Prive dicen que el criterio de la sede social parecía un sistema 
jurídica ya establecido cuando surgieron las dificultades sobre el 
control de las sociedades durante la guerra 1914-1918 y apareció 
como consecuencia la doctrina de considerar la nacionalidad de 
una sociedad anómala en virtud de su control económico. Bajo 
este aspecto aparece un nuevo concepto. Para determinar la na­
cionalidad de la sociedad aparece un nuevo concepto. Para deter­
minar la nacionalidad de la sociedad hay que ver los agentes eco­
nómicos o personales que tienen el cobro de dicha sociedad, ya 
sean accionistas o ya se trate de personas que ocupen el Consejo 
de Administración. El cobro de la sociedad queda determinado 
por la naturaleza o procedencia de los capitales extranjeros inver­
tidos o por la nacionalidad de las personas que ocupan el Consejo 
de Administración de una sociedad. 

Ambos criterios se combinan en el sistema jurídico del dere­
cho francés, aunque el criterio de la doctrina y de la jurispruden­
cia es el de considerar como regla general el domicilio social para 
determinar la nacionalidad, aparece como una excepción pero por 
supuesto aplicable en determinados tiempos y en determinadas si­
tuaciones la teoría del control sociaP. 

CODIGO CIVIL 

Italia 

El C.c. italiano regula la nacionalidad de las sociedades en los 
artículos 2.505 a 2.510. El título de este exto legal se refiere a las 
sociedades constituidas en el extranjero o que operan en el extran­
jero. Sobre esta cuestión Capottorti, señala que el C.c. elude el 
hablar sobre nacionalidad de sociedades, es decir, no establece un 

3 Ripert y Roblot. Traite D. Commercial. 1980. Tomo I, pag. 698. 
Mayer. D. International Prive. 1977, pag. 700. 
Batiffol y Lagarde. D. International Prive. Tomo l. 1981. Pag, 802. 
Loussouarn y Bourel. D. International Prive. 1980, pag. 801. 
Loussouarn y Bredin. Droit de Commerce lnternational. 1969, pag. 253. 
Armirijon. Precis de Droit l. Prive Commerciale. 1948, pag. 55. 
Hamel y Lagarde. Droit Commercial. 1980. Tomo II, pag. 69. 
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criterio para determinar cuando una sociedad es italiana o es ex­
tranjera. Por otra parte a pesar de la técnica jurídica que repre­
senta el C.c. italiano de 1942 Balladore Palliere en su Diritto In­
ternazionale Privato ha reconocido la desafortunada redacción y 
la dificultad de interpretación que presentan los artículos 2.505 a 
2.510. De todas formas el C.c. italiano tiena ya una regulación ju­
rídica sobre este tema de la que carece el derecho español. 

Sobre la base del C.c. italiano, Ferrara concreta la situación 
de las sociedades bajo el siguiente criterio. 

Se consideran sociedades extranjeras aquéllas que reúnan las 
siguientes condiciones: l. Que estén constituidas en el extranjero. 
2. Que la sociedad tenga en el extranjero su domicilio social. Y 3. 
Que tenga en el extranjero el objeto principal de la sociedad. 

Considera este autor como sociedades italianas: 1. Las socie­
dades constituidas en el territorio del Estado cuya actividad se 
realiza en el extranjero. 2. Las sociedades constituidas en el extra­
jero, pero que tienen dentro del territorio del Estado su domicilio 
social. 3. Las sociedades constituidas en el extranjero que realizan 
en el territorio del Estado el objeto principal de la sociedad. 

Pero este criterio no es compartido. Para Balladore Pallieiri el 
C.c. italiano parte de la base de que lo decisivo para calificar la 
nacionalidad de una sociedad es el lugar de su constitución. Este 
es el criterio más seguro y no el del domicilio social que aparece 
más difuso y en muchos aspectos difícil de localización. En el de­
recho italiano es irrelevante la nacionalidad de los socios, según el 
artículo 2.510 del C.c. Es irrelevante el objeto social, artículo 
2.509; y es irrelevante el domicilio social, artículos 2.505 y 2.506 
del e.e. 

Balladore Pallieri clasifica la situación jurídica de las socieda­
des en el derecho italiano en dos categorías. 

A) Sociedad constituida en el extranjero que tiene en Italia su 
sede social o el objeto principal de la empresa. El arículo 2.505 del 
C.c. de Italia dice que la sociedad extranjera que tiene en el terri­
torio del Estado el domicilio social ·o el objeto principal de la em­
presa está sujeta~ en cuanto a los requisitos de la validez del acto 
constitutivo, a las disposiciones de la Ley italiana. 

Para Ferri en esta hipótesis de una sociedad constituida en el 
extranjero, la Ley nacional italiana se aplica en todo lo relativo al 
acto constitutivo, a la materia de publicidad del Registro y en to­
do lo relativo al ejercicio del objeto social, es decir, a la actividad 
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de la empresa. Para Ferri la sociedad constituida en el extranjero 
cuyo domicilio social y cuyo objeto están en Italia no tiene porqué 
disolverse y volverse a constituir nuevamente; la sociedad deberá 
inscribirse en los Registros que el derecho italiano requiera, pero 
Ferri dice que pese a los textos legales no se aclara en este supues­
to si la sociedad es extranjera o se convierte en italiana al cumplir 
todos los requisitos del artículo 2.505 del C.c. 

En cambio para Balladore Pallieri la sociedad que cumpla los 
requisitos del artículo 2.505 del C.c. italiano, es una sociedad ex­
tranjera. Se trata de una sociedad constituida en el extranjero que 
tiene su domicilio y su objeto principal en Italia, pero sigue siendo 
una sociedad extranjera a la que se aplica en casi todo la normati­
va jurídica del derecho italiano. Pero las normas sobre disolución 
y liquidación se rigen por su Ley nacional y no se les puede aplicar 
el derecho de Italia. La sociedad ha de sujetarse a todas las nor­
mas imperativas del C.c. italiano, pero sigue siendo para este 
autor una sociedad extranjera. 

La interpretación del artículo 2.505 del C.c. ha resultado difí­
cil de asimilar para la doctrina y otro autor Monaco dice que el ar­
tículo 2.505 lo que hace es nacionalizar la sociedad extranjera; se 
trata de una sociedad extranjera pero que queda sometida a la Ley 
italiana en cuanto a la validez del acto constitutivo y a las formas 
de publicidad. 

Con esto se termina la exposición de esta parte del derecho ita­
liano de interpretación difícil para su propia doctrina y que no se 
encuentra nada parecido en el derecho español. Con sus inconve­
nientes el C.c. italiano tiene una regulación sobre esta materia. 

B) La sociedad extranjera puede encontrarse dentro de la nor­
mativa italiana en una segunda situación, la que determina el artí­
culo 2.506 del C.c. Se trata de una sociedad extranjera pero con 
una sede secundaria en el territorio del Estado italiano. Esta so­
ciedad tiene la cualidad jurídica de extranjera, se le aplica su Ley 
nacional, pero en las actividades que ejercen en Italia a través de 
sus sedes secundarias o sucursales, se les aplica la Ley italiana. Es­
ta situación sí tiene relación con el derecho español dado que las 
sociedades extranjeras puedan crear sucursales en España según el 
artículo 84-2 del R.R.M.4. 

4 Balladore - Pallieri.Diritto. Internazionale Privato. 1974, pag. 145. 
Ballarino. Diritto. Internazionale Privato. 1982, pag. 599. 
Ferrara. Gli lmpreditore e la Societa. 1971, pag. 625. 
Auletta y Selanitro. Diritto Commerciale. 1977, pag. 233. 
Ferri. La Societa. 1971, pag. 49. 
Capotorti. La Nazionalitta della Societa. 1957, pag. 190. 
Santa María. La societa ne! Diritto Internazional Privato. 1970, pag. 145. 
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Esta introducción de derecho comparado tiene como objeto la 
preparación del análisis que se ha de hacer sobre el derecho espa­
ñol. Como dice Rodiere Introductión au droit compare, el dere­
cho comparado es ajeno a la materia del derecho internacional 
privado, pero el derecho comparado tiene dos funciones, primero 
es una fuente de interrogación y de crítica de nuestro propio dere­
cho y a la vez nos facilita la compresión del derecho nacional por­
que nos permite la adquisición de unos niveles intelectuales 
parecidos 5• 

SISTEMA JURIDICO DE DERECHO ESPAÑOL 

El examen del derecho español lo vamos a hacer sobre los tex­
tos y las obras jurídicas de la materia que han tratado el tema de 
la nacionalidad de la persona jurídica, el derecho mercantil en 
materia de sociedades anónimas y el derecho internacional priva­
do también en materia de nacionalidad de personas y sociedades. 

En derecho civil, la base de los argumentos como vamos a ver 
son los artículos 15 del C.c. y el 28 del C.c., pero hacemos notar 
aquí que la doctrina española ha tratado, a nuestro juicio, de una 
manera incompleta una reglamentación parcial de las sociedades 
extranjeras que aparece en el Reglamento del Registro Mercantil, 
artículo 84-2 sobre creación de sucursales de sociedades extranje­
ras, artículo 87 R.R.M. sobre sociedades españolas con interven­
ción o participación de personas naturales y jurídicas extranjeras, 
el artículo 88 del R.R.M. que regula los requisitos de la inscrip­
ción de las sucursales de las sociedades extranjeras en España y el 
artículo 89 del R.R.M. que trata de la adquisición de la nacionali­
dad española por una sociedad extranjera. 

Dentro de la teoría del derecho civil Díez Picazo expone cómo 
es un hecho ineludible que las personas jurídias tienen una nacio­
nalidad, artículo 9-11 C.c. y su importada radica en que la Ley 
personal de una persona jurídica queda determinada por su nacio­
nalidad y rige todo lo relativo a la capacidad, constitución, repre­
sentación, transformación, disolución y extinción de la persona 
jurídica. 

Sin embargo este autor reconoce que el criterio de atribución 
de la nacionalidad a una persona jurídica es dudoso en nuestro 
derecho. El artículo 15 del C.c. sigue el criterio de la constitución 
de la sociedad, según este artículo son extranjeras las sociedades 

Diena. Trattato di D. Commerciale lnternazional. Tomo l. pag. 271. 1900. 
Cavaglieri. 11 Diritto Internazionale Commerciale. 1936, pag. 145. 

5 Rodiere. Introduction au Droit Compare. 1979, pag. 64. 
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constituidas en -el extranjero. Por otra parte, el artículo 28 del 
C.c. las asociaciones reconocidas en la Ley y domiciliadas en Es­
paña gozan de la nacionalidad espaiíola siempre que tengan el 
concepto de personas jurídicas con arreglo a las disposiciones del 
presente Código. Las asociaciones domiciliadas en el extranjero 
tendrán en Espafia la consideración y los derechos que determi­
nen los tratados y leyes especiales. 

Del artículo 15 del C.c. y del 28 del C.c. Díez Picazo considera 
que para que una sociedad tenga la nacionalidad espafiola es nece­
sario; que se constituye con arreglo a la Ley espaiíola, es decir, 
constituida en Espafia y tenga su domicilio dentro del territorio 
nacional. 

Pero este criterio de constitución y domicilio en el territorio 
nacional para calificar una sociedad como espaiíola, no es admiti­
do por otros autores dentro del derecho civil. 

García Amigo en sus Instituciones de Derecho Civil dice que la 
nacionalidad es un vínculo que une a una persona con la organiza­
ción del Estado. El sistema de la nacionalidad de la persona jurí­
dica tienen dos aspectos. 

La nacionalidad formal de la persona jurídica. Después de de­
cir que hay un sector doctrinal; Uria y Díez Picazo los cuales ati­
buyen la nacionalidad española a una sociedad cuando se dan los 
dos requisitos ya citados que se constituya con arreglo al ordena­
miento jurídico español y cuando tenga su domicilio en España, 
considerando que cuando falte cualquiera de estos requisitos nos 
encontramos ante una sociedad extranjera, García Amigo dice 
que la ley sólo exige que el domicilio esté en España para que una 
sociedad tenga el carácter de española. El requisito de la constitu­
ción en territorio español no puede considerarse como tal requisi­
to del examen de los textos legales. 

La nacionalidad formal de las personas jurídicas con indepen­
dencia de las personas que las componen o de los capitales inverti­
dos en ellas, es un principio general dentro de la teoría jurídica de 
las sociedades espaiíolas. Pero hay excepciones que sin romper el 
dato formal de la persona jurídica pasan a considerar los elemen­
tos personales o el capital invertido en las sociedades, y en este 
sentido cita el Decreto 31-10-74 sobre inversiones de capital ex­
tranjero en España y la Ley 12-3-75 sobre zonas de interés para la 
defensa nacional. García Amigó no hace en su obra un análisis 
pero ya plantea e\ problema de la adquisición derivativa de la na­
cionalidad española por una sociedad extranjera conforme al artí­
culo 89 del R.R.M. y que es uno de los aspectos a tratar en este 
discurso. 
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Y en este mismo criterio de identificar nacionalidad con domi­
cilio, es decir, que son personas jurídicas españolas las domicilia­
das en España, es el que sigue Cossio en sus Instituciones de Dere­
cho Civil y Albaladejo. Castan dice que el régimen legal de la na­
cionalidad de las personas jurídicas se basa sobre el texto del artí­
culo 28 del C.c. y sobre este texto son personas extranjeras las do­
miciliadas en el extranjero y personas jurídicas españolas las do­
miciliadas en España; y este mismo criterio es el mantenido por 
García Valdecasas en su Derecho Civil Parte General6• 

Derecho Mercantil. En esta materia la doctrina sigue un crite­
rio más uniforme que la teoría del derecho civil. Uria en Derecho 
Mercantil deduce del artículo 28 del C.c. los datos fundamentales 
para considerar que una sociedad es española cuando está consti­
tuida en España y está domiciliada en el territorio nacional. El ar­
tículo 28 reúne los requisitos legales para llegar a esta calificación 
de sociedades españolas. 

Y como consecuencia de ésto, para Uría son sociedades ex­
tranjeras primero: Las sociedades domiciliadas en el extranjero 
cualquiera que sea el lugar de su constitución, es decir, aunque se 
haya constituido en España y por aplicación del artículo 28 del 
C.c. Segundo: Las sociedades constituidas en el extranjero cual­
quiera que sea su domicilio, es decir, aunque su domicilio esté en 
España por aplicación del artículo 15 y 21 del C.c. 

Sánchez Calero otro autor que en sus Instituciones de Derecho 
Mercantil sigue el mismo criterio. El discutido sistema de determi­
nar la nacionalidad de las socieades se resuelve en el derecho espa­
ñol sobre la base de que una sociedad es española cuando está 
constituida en España, artículo 15 del C.c. y está domiciliada en 
España, artículo 28 del C.c. 

Como consecuencia son sociedades extranjeras: Primero, las 
sociedades que se haya constituido fuera de España, artículo 15 
del e.e. 

Segundo, las sociedades que se hayan constituido en España 
pero tengan su domicilio en el extranjero, artículo 28 Ce. 

6 García Amigo. Instituciones de D. Civil. 1979, pag. 501. 
Díez Picazo y Gullón. Sistema de D. Civil. 1982, Tomo I, pag. 656. 
Peña. Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales. Tomo I, 1978, pag. 780. 
Cossio. Instituciones de D. Civil. Tomo l. 1977, pag. 128. 
Albaladejo. Derecho Civil, Tomo l. Pag. 422, 1983. 
Castán. Derecho Civil Español Común y Foral. Tomo 1-II. 1982, pag. 450. 
García Valdecasas. Parte general de D. Civil. 1983. Pag. 263. 
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Tercero, por otra-parte, una sociedad extranjera puede adqui­
rir la nacionalidad española conforme al artículo 89 del R.R.M. 

Cámara en sus Estudios de Derecho mercantil dice que los pre­
ceptos de la Ley respecto al reconocimiento de la nacionalidad de 
las sociedades no son precisamente diáfanos dentro de nuestro sis­
tema legal, aún reconociendo que la Resolución de la Dirección 
General de los Registros de 17 de agosto de 1953 en materia de na­
cionalidad acepto el sistema de los dos requisitos, es decir, de 
constitución en España y domicilio en España para decir que una 
sociedad es españolas las constituidas en España según el artículo 
5.0 de la L.S.A.; lo que ocurre es que una sociedad constituida en 
España y que tiene la nacionalidad española, tiene a su vez la obli­
gación de que su domicilio esté sito dentro del territorio nacional, 
artículo 5.0 de la L.S.A. 7

• 

Derecho Internacional Privado. Dentro de este tema era don­
de debía estar situado la teoría general de la nacionalidad de la 
persona jurídica y como consecuencia de las sociedades mercanti­
les. Pero el razonamiento en los libros de derecho internacional 
privado viene a ser parecido a los que hemos expuesto E. Pérez 
Vera parte de la base de que la generalidad de las legislaciones dis­
tinguen entre sociedades nacionales y sociedades extranjeras y tal 
distinción aparece como una realidad jurídica ineludible. Ahora 
bien, las disposiciones fundamentales sobre este tema siguen sien­
do los artículos 15 del e.e. y 28 y 41 del C.c., tan citados a lo lar­
go de este tema. El artículo 15 al decir que son extranjeras las 
compañías creadas en el extranjero parece adoptar como criterio 
para determinar la nacionalidad el sistema anglosajón de la cons­
titución o incorporación de la sociedad. Por otra parte, según el 
artículo 28 del C.c. aparece como criterio decisivo el del domicilio 
en España, pero pese a la redacción del artículo 28 hay que consi­
derar que la nacionalidad española de una sociedad se encuentra 
condicionada por su constitución con arreglo al derecho español. 
Marín López, considera que sobre la base del artículo 28 del C.c. 
se puede decir que para que una sociedad tenga la nacionalidad 
española, es necesario que esté constituida y que tenga su domici­
lio en España. González Campos considera que la nacionalidad 
española está determinada por su constitución en España, lo que 
ocurre es que toda sociedad constituida en España tiene como 
obligación, y esto se ve claro en el artículo 5.0 de la L.S.A. tener 
su domicilio dentro del territorio español. Se puede considerar 

7 Uría. D. Mercantil. 1982, pag.·131. 
Sánchez Calero. Instituciones de D. Mercantil. 1981, pag. 149. 
Garrigues-Uría. Sociedades Anónimas. 3ª Edición, revisada por Meméndez y Olivencia. Tomo I, 
pag. 141. 
Cámara. Estudio de D. Mercantil. Tomo l. Pag. 692, 1977. 
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que para este autor son sociedades españolas las constituidas y 
domiciliadas en España 8• 

Todo este conjunto de doctrina obtenida sobre la base de los 
textos de derecho civil, derecho mercantil y derechos internacio­
nal privado, tienen a nuestro juicio una limitación, que la aporta­
ción doctrinal se hace fundamentalmente sobre los datos legislati­
vos del artículo 15 del e.e. y 28 del e.e. El examen de estos textos 
jurídicos y además del artículo 84-2, artículo 87, artículo 88 y artí­
culo 89 del R.R.M. permiten un examen más completo y resolver 
con más claridad una serie de cuestiones que afectan, como va­
mos a ver, a las sociedades españolas y a las sociedades extranje­
ras. 

Primero: No hay duda de que son sociedades españolas las 
constituidas en España y domiciliadas en España y que son socie­
dades extranjeras las constituidas en el extranjero y domiciliadas 
en el extranjero. Pero el esquema legal no se agota aquí. Vamos a 
examinar los supuestos más controvertidos y el primero es el caso 
de una sociedad extranjera, constituida en el extranjero y domici­
liada en España. 

En 1947 publicaba Garrigues su Tratado de Derecho Mercan­
til y después de decir que son sociedades españolas las constitui­
das en España y domiciliadas en territorio nacional, se hacía la 
primera pregunta de si una sociedad extranjera, es decir, consti­
tuida en el extranjero, podía tener su domicilio en España. Para 
Garrigues, esto era posible si no había Ley en contra o tratado in­
ternacional opuesto a ello, pero decía este autor que una sociedad 
extranjera y con domicilio en Esp~a seguía teniendo la nacionali­
dad extranjera. 

Este problema tiene su solución cuando se publica el 14-12-
1956 el Reglamento del Registro Mercantl; a partir de este mo­
mento aparece a nuestro juicio claro que una sociedad constituida 
en el extranjero no puede tener su domicilio en España, sino que 
sólo puede crear sucursales. 

Esta doctrina ya tenía su antecedente en el artículo 21-12 del 
e.e. cuando dice que las sociedades extranjeras que quieran esta­
blecer sucursales en España deberán presentar los documentos re-

8 Pérez Vera. Derecho Internacional Privado. 1980. Pag. 275. 
Marín López. Derecho Internacional Privado Español. Tomo l. 1984, pag. 104. 
González Campos. Derecho Internacional Privado. 1984, pag. 149. 
Aguilar Navarro. Lecciones de D. Civil Internacional Español. 1982, pag. 92. 
Miaja de la Muela. Derecho Internacional Privado. 1982, pag. 98. 
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queridos para las españolas junto con un certificado del cónsul de 
que están constituidas con arreglo a las leyes de su país respectivo. 

El artículo 84-2 del R.R.M. establece claramente que en los li­
bros de sociedades se inscriben las sociedades extranjeras que es­
tablezcan sucursales en España conforme a los artículos 15 y 21 
del e.e. aparece pues claramente que lo único que puede hacer 
una sociedad extranjera en España es el establecimiento de una 
sucursal. 

El artículo 88 del R.R.M. regula la inscripción de las sucursa­
les de sociedades extranjeras. Se hace constar en la inscrpción la 
sede de la sucursal, es decir, el domicilio social de la sucursal que 
evidentemente no puede ser el domicilio social de la sociedad 
constituida en el extranjero. Una cosa es el domicilio social de una 
sociedad extranjera constituida en el extranjero y otra cosa es el 
domicilio de la sucursal de esta sociedad en España. El modelo 
XV del R.R.M. sobre inscripción de sucursal de sociedad extran­
jera está redactado en este sentido. La sociedad constituida en el 
extranjero tiene su domicilio social en el extranjero. No hay nor­
mativa jurídica en que se pueda apoyar que esta sociedad pued te­
ner su domicilio social en España. 

Y este razonamiento queda completado por el texto del artícu­
lo 89 del R.R.M. Así como una sociedad extranjera si puede crear 
sucursales en España, lo que puede hacer también dicha sociedad 
extranjera es adquirir la nacionalidad española cumpliendo los re­
quisitos que determina el artículo 89 del R.R.M. y uno de estos re­
quisitos es que la sociedad extranjera que adquiera la nacionali­
dad española ha de tener su domicilio en España. El artículo 89 
del R.R.M. demuestra claramente que para que una sociedad ex­
tranjera pueda tener su domicilio en España es necesario que ad­
quiera la nacionalidad española. Sólo las sociedades españolas 
tienen su domicilio en España. Las sociedades extranjeras sólo 
pueden crear o establecer sucursales. 

Segti'ndo: Las sociedades constituidas en España y con domi­
cilio en España, tienen la nacionalidad española, pero no parece 
posible que una sociedad constituida en España pueda tener su 
domicilio en el extranjero. El Decreto-Ley de 17 de julio de 1947, 
en su artículo 1. 0 dice que las sociedades españolas cualesquiera 
que sean sus componentes, la situación física y jurídica de los bie­
nes que integran su activo social y el lugar donde desempeñan sus 
actividades, deberán tener su domicilio en territorio de soberanía 
española. Posteriormente se publica en 1951 la Ley de Sociedades 
Anónimas que dice que las sociedades de nacionalidad española 
tendrán su domicilio dentro del territorio español y el año 1953 se 

/ 
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publica la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada que di­
ce que la sociedades de nacionalidad española tendrán su domi­
ciio necesariamente en territorio español. 

No se puede constituir en España una sociedad cuyo domicilio 
esté en el extranjero. Una sociedad constituida en España y con 
domicilio en el extranjero no podría inscribirse en el Registro 
Mercantil. Los artículos 5 L.S.A. y artículo 4 S.R.L., antes cita­
dos lo dicen expresamente. 

En la escritura de constitución de una sociedad anónima y 
dentro de sus estatutos, artículo 11 L.S.A. se hace constar el do­
micilio social y este domicilio social se inscribe en el Registro Mer­
cantil, artículo 102 del R.R.M. Consecuencia de esto es una socie­
dad anónima cosntituida en España y con domicilio en el extran­
jero no puede ser inscrita en el Registro Mercantil según los artí­
culos 5 y 1 de la L.S.A. y 102 del R.R.M. 

Y así la escritura pública de constitución de una sociedad anó­
nima no se inscribe en el Registro Mercantil, carece de personali­
dad jurídica, artículo 6.0 L.S.A.; sólo desde el momento de la ins­
cripción la sociedad anónima tiene personalidad jurídica y si no 
está inscrita y carece por lo tanto de personalidad jurídica; la so­
ciedad no tiene nacionalidad, ya que la nacionalidad en el derecho 
español se da con relación a las personas naturales y a las perso­
nas jurídicas, artéulo 9-11 del C.c. 

La doctrina italiana sobre la base del artículo 2.509 de su Có­
digo Civil se encuentra en un supuesto parecido que nos permite 
explicar mejor la anterior situación jurídi'ta. El artículo 2.509 del 
C.c.I. habla de sociedades constituidas en Italia, pero el objeto 
fundamental o principal de la sociedad está situado en el extranje­
ro. El C.c.I. regula una sociedad constituida en Italia cuyo objeto 
principal está en el extranjero, pero no se aplica a una sociedad 
constituida en Italia y cuyo domicilio social está en el extranjero. 
Un autor, Balladore Pallieri dice que esta hipótesis no puede dar­
se en el derecho italiano; no se puede constituir una sociedad anó­
nima en Italia cuyo domicilio social esté en el extranjero. 

El examen de ahora es sobre si las sociedades españolas con 
domicilio en España pueden tener sucursales en el extranjero. El 
R.R.M. regula las sucursales de las sociedades extranjeras en Es­
paña, artículo 88 pero reconoce la posibilidad de que una socie­
dad española establezca sucursales en el extranjero. 

Aunque el artículo 11-3 L.S.A. dice que se hace constar en los 
estatutos el domicilio social y los lugares donde se vaya a estable-
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cer sucursales, agencias o delegaciones, y no se habla para nada 
de las sucursales en el extranjero, el artículo 102-E R.R.M. ampliá 
esta cuestión y señala que se hará constar en dicho Registro el do­
micilio social y el lugar fuera o dentro de España en que vaya a es­
tablecer sucursales o agencias. El artículo 102 del R.R.M. recono­
ce la posibilidad de que una sociedad anónima constituida en Es­
paña y con domicilio social dentro del territorio español inscriba 
los lugares o territorios de dentro o fuera de España donde puede 
establecerse una sucursal. 

Por otra parte, la existencia de sucursales de sociedades espa­
ñolas en el extranjero, están vinculadas a las necesidades de la in­
versión de capital español fuyera de España que reguladas actual­
mente por el Decreto 14 de septiembre de 1979 y Orden 15-10-79 y 
Orden 23-1-1981. Estos textos legales reconocen que las inversio­
nes españolas en el extranjero pueden hacerse 1.0 A través de par­
ticipación en sociedades extranjeras y 2.0 en el ejercicio de una ac­
tividad empresarial mediante la creación de agencias y sucursales. 

Esto demuestra que es válido la constitución de la sociedad 
anónima en España con domicilio social en España, pero con su­
cursales en el extranjero sobre la base de la normativa legal de ar­
tículo 5 L.S.A. y artículo 102 R.R.M. 

EL CONTROL DE LAS SOCIEDADES 
Y SU NACIONALIDAD 

Toda la doctrina de derecho internacional privado en materia 
de nacionalidad de sociedades ha tenido en cuenta que una cosa es 
la nacionalidad de una sociedad en su aspecto jurídico formal y 
otra es el control económico a que puede ser sometida una socie­
dad. Vamos a ver hasta qué punto el derecho español utiliza el 
control de una sociedad como determinante de su nacionalidad. 

El tema del control económico y nacionalidad de las socieda­
des tuvo su origen en la primera guerra mundial 1914-18. Batiffol 
dice que la determinación de nacionalidad de las sociedades por 
razón de su domicilio social parecía como un sistema claramente 
establecido cuando nacen las dificultades de la guerra 1914-18. La 
noción de control desaparece cuando termina esta situación de 
conflicto y aparece nuevamente como criterio determinante de la 
nacionalidad de la sociedad; el domicilio social. Pero la teoría del 
control se impone nuevamente a causa de la segunda guerra mun­
dial. Se consideran como sociedades e1etranjeras y se le secuestran 
los bienes aquéllas sociedades cuya nacionalidad aparece como 
francesa, pero que notoriamente el capital de ella pertenece a na­
ciones en estado de guerra con Francia. Batiffol señala respecto a 
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esta teoría del control la incertidumbre que lleva su aplicación por 
las dificultades que plantea la prueba del origen de los capitales y 
la influencia de las personas que administran las sociedades. 

La jurisprudencia anglosajona también ha admitido la teoría 
del control en la fundamental decisión Daimler Corporation Ltd. 
La Cámara de los Lores considera como enemiga una sociedad 
constituida en Inglaterra y por lo tanto que tiene la nacionalidad 
inglesa pero los directores de dicha sociedad y el capital son ale­
manes. La Trandig With the Enemy Act. inglesa en 1939 conside­
ra como enemigas dentro de la Ley aquéllas personas que por su­
puesto tienen la nacionalidad inglesa pero están controladas por 
personas que pueden considerarse como enemigas. 

Aguilar Navarro dice que la teoría del control en el derecho es­
pañol tiene la misma finalidad que acabamos de ver: desvelar una 
nacionalidad aparente y proceder a revelar las personas o los bie­
nes que controlan dicha sociedad. En el derecho español podemos 
examinar los siguientes textos: El Decreto-Ley de 5 de mayo de 
1945; La Ley de Minas de 1973. Pero sobre todo la Ley y el Regla­
mento de Inversiones Extranjeras de 31 de octubre de 1974 y el 
Reglamento del 10-2-78 para la ejecución de la Ley de 12 de mar­
zo de 1975 de Zonas e Instalaciones de Interés para la defensa Na­
cional. 

Respecto al Reglamento sobre Inversiones de Capital Extran­
jero, el artículo 32 dice que la Dirección General de Transacciones 
Exteriores atendiendo al criterio de la Inversión Extranjera publi­
cará en el B.O.E. mediante una Resolución la lista de las socieda­
des españolas que tengan capital extranjero. A partir de la publi­
cación de la citada Resolución, estas sociedades habrán de decla­
rar en el Registro de Inversiones del ministerio de Comercio las in­
versiones que efectúen las sociedades españolas. Se trata por su­
puesto de sociedades constituidas en España y con domicilio en 
España y por tanto de nacionalidad española. 

Respecto al Reglamento de Zonas e Instalaciones de Interés 
para la Defensa Nacional, el artículo 37 dice que queda sujeta al 
requisito autorización militar la adquisición, cualquiera que sea el 
título jurídico, de fincas rústicas o urbanas por personas extranje­
ras o por personas jurídicas extranjeras. El control aparece per­
fectamente definido en el artículo 39-1 del Reglamento citado en 
cuanto se requiere la autorización militar en los casos de adquisi­
ción de fincas rústicas y urbanas por sociedades españolas, pero 
cuyo capital pertenezca a personas físicas o jurídicas superior al 
cincuenta por ciento. 
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El concepto de control económico es difícil de definir. Los 
conceptos económicos son mucho más amplios que los conceptos 
jurídicos; en éstos es más fácil fijar sus límites sea a través de la 
dogmática jurídica o sea a través de los procedimientos judiciales. 

La fisonomía del derecho de control va naciendo de la con­
frontación jurídica de los conceptos del derecho de bienes en rela­
ción con el poder económico. Se puede decir que el control econó­
mico de una sociedad es el derecho de disponer como un propieta­
rio sobre dicha sociedad de tal forma que sea el dueño de la activi­
dad económica de la empresa. 

Pero el control no parece que pueda tener una naturaleza jurí­
dica, se trata de actividades de hecho, se trata de datos o efectos 
económicos que se revelan al jurista por medio de indicios y cuya 
apreciación coresponde en definitiva a los Tribunales. 

La regulación más importante del control económico tal y co­
mo la hemos definido, aparece en el artículo 7-3 del Reglamento 
de Inversiones Extranjeras; en este artículo se dice: Excepcional­
mente se computará como participación extranjera al cien por 
cien la que efectúe una sociedad española con participación ex­
tranjera igual o inferior al cincuenta por ciento pero superior al 
veinticinco por ciento de su capital, cuando los socios extranjeros 
tengan una situación de dominio o prevalencia en la empresa deri­
vada de cualquier circunstancia que permita comprobar a la Ad­
ministracion la existencia de una influencia decisiva de los socios 
extranjeros en la gestión de la sociedad; dicha comprobación see­
f ectuará de acuerdo con los trámites previstos de la Ley de Proce­
dimiento Administrativo 9

• 

CON}'LICTOS DE NACIONALIDAD 
EN MATERIA DE SOCIEDADES 

Caflisch en su estudio sobre nacionalidad de sociedades en el 
anuario suizo de derecho internacional expone esta materia. Así 
como en las personas naturales aparece una normativa que deter­
mina claramente los conceptos de nacional y extranjero además 
de los supuestos de doble nacionalidad y apatridia, en el derecho 
de sociedades no se cuenta con preceptos de derecho positivo so­
bre este tema. El tema de los conflictos de nacionalidad se puede 
examinar bajo el siguiente criterio. 

9 Batiffol y Lagarde. Tomo l. Obra citada, pag. 237. 
Mayer. Obra citada. Pag. 790. 
Loussouarn y Bredió. Obra citada. Pag. 267. 
Wolff. Obra citada. Pag. 295. 
Chesire. Obra citada. Pag. 175. 
Champaud. La Pouvoir de Concentration de la Societe par Actions. 1962. 
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Conflictos negativos de nacionalidad: Apatridia. En el su­
puesto de sociedades anónimas, estos conceptos no aparecen en la 
normativa legal; por otra parte, es poco frecuente que se de el su­
puesto de apatridia en las sociedades anónimas. Wolff en su Dere­
cho Internacional Privado señala cómo se pueden dar casos de 
apatridia en relación con los distintos supuestos y criterios para 
determinar la nacionalidad de las sociedades. Una sociedad cons­
tituida en Francia y con domicilio social en lnglatera, es una so­
ciedad que carece de nacionalidad, ya que no tiene la nacionali­
dad francesa puesto que su domicilio social está en Inglaterra y 
como hemos visto en el derecho francés la nacionalidad se deter­
mina por el lugar del domicilio social. Pero tampoco tiene la na­
cionalidad inglesa, ya que aunque tenga su domicilio en Inglate­
rra, no se puede considerar como sociedad inglesa, ya que con 
arreglo al derecho de este Estado, no hay más nacionalidad que 
aquéllas sociedades que han sido incorporadas o creadas en lngla­
tera. 

Conflictos positivos y doble nacionalidad o nacionalidades 
múltiples. La doctrina del derecho internacional privado admite 
que una sociedad anónima puede tener doble nacionalidad. Ca­
flisch considera que una sociedad anónima que haya sido creada 
en Inglaterra con arreglo a este estado tiene la nacionalidad ingle­
sa bajo la teoría de la creación e incorporación. Pero si constituye 
su domicilio social en Francia, adquiere por este hecho la nacio­
nalidad francesa, puesto que para el derecho francés una sociedad 
tiene la nacionalidad de su domicilio social. Nos encontramos, 
por lo tanto, ante una sociedad con doble nacionalidad, inglesa y 
francesa. 

Para resolver los conflictos de doble nacionalidad, se siguen 
los siguientes criterios. Un Estado puede siempre rechazar la na­
cionalidad extranjera de una sociedad cuando a su vez posee la de 
este Estado. Otro principio es que los Tribunales consideren co­
mo nacionalidad la del Estado donde tenga su domicilio social, su 
actividad financiera, industrial o comercial 10• 

CAMBIO DE NACIONALIDAD DE SOCIEDADES. 
ADQUISICION POR UNA SOCIEDAD EXTRANJERA 
DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA 

El cambio de nacionalidad requiere en principio el examen de 
dos supuestos distintos cuyas consecuencias jurídicas son diferen­
tes. El primer supuesto cuando ambos Estados siguen el criterió 

to Caflisch. Le nationalite des Societes en Droit l. Prive. Pag. 142. 
Anuaire Suisse de Dorit International 1967. 
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de que la incorporación determina la nacionalidad de las socieda­
des. Y el segundo caso cuando ambos Estados siguen el criterio de 
que el domicilio social determina la nacionalidad de las socieda­
des. 

Si el criterio seguido por las dos legislaciones es el de la consti­
tución o incorporación típico del derecho anglosajón, la solución 
es la siguiente: No cabe para que una sociedad pierda la nacionali­
dad de un Estado y adquiere la de otro, que la disolución de la so­
ciedad en el primer Estado y la constitución de nuevo en el segun­
do Estado. Bajo el sistema jurídico de la creación o incorporación 
no se pierde una nacionalidad y se gana otra, permaneciendo 
idéntica la misma sociedades decir, conservando su personalidad 
se extingue en el extranjero y se constituye nuevamente en el nue­
vo Estado donde va a operar jurídicamente. 

Este criterio está expuesto por Lefebre D'Ovidio el cual dice 
que si el sistema para determinar la nacionalidad de una sociedad 
es el acto de su constitución, no cabe cambio de nacionalidad; es­
to no es posible. No cabe más que la disolución de la sociedad pri­
mitiva y la nueva constitución de la sociedad que queda sujeta a la 
Ley del Estado donde está nuevamente constituida. El mismo cri­
terio es el de Cavaglieri en los supuestos de que la nacionalidad se 
determine por el sistema de incorporación, no es posible la conti­
nuación de la misma sociedad; es necesario: disolver la sociedad 
en su antiguo Estado y crear la sociedad en el nuevo Estado bajo 
las Leyes de éste. 

La cuestión aparece pues clara; en los sistemas donde la nacio­
nalidad de las sociedades está vinculada a la teoría de la creación 
o incorporación, no es posible el cambio de nacionalidad de una 
sociedad permaneciendo idéntica, es decir, conservando su perso­
nalidad jurídica. 

No hay más solución que la extinción de la sociedad con arre­
glo a las Leyes del antiguo Estado y la creación de otra sociedad 
nueva bajo su nuevo ordenamiento legal. 

Pero las dificultades y los problemas se dan cuando el cambio 
de nacionalidad se verifica entre dos Estados cuyo criterio para 
determinar la nacionalidad es el domicilio social. En este supues­
to, la sociedad anónima ha perdido una nacionalidad y ha adqui­
rido otra, pero la Sociedad es la misma, porque su personalidad 
jurídica permanece idéntica. Para el estudio de esta cuestión, va­
mos a seguir el esquema de la obra de Loussouarn que aparece a 
nuestro juicio como más completa. 
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A) Condiciones de validez del acuerdo de transferencia de na­
cionalidad. Es un problema típico de derecho internacional priva­
do: El conflicto de Leyes. Cual es la Ley competente que se aplica 
a la transferencia del domicilio social y como consecuencia al 
cambio de nacionalidad. Loussouarn dice que no cabe aplicar ex­
clusivamente la Ley del domicilio social nuevo. Para que se pro­
duzca el cambio de nacionalidad es necesario que se cumplan los 
requisitos de ambas Leyes. Se aplica la Ley del domicilio social 
antiguo que corresponde a la nacionalidad que se pierde y tam­
bién se aplica la Ley del domicilio social nuevo que corresponde a 
la nacionalidad que se adquiere. Este cambio de domicilio social 
lleva consigo un cambio de nacionalidad; se pierde un domicilio 
social y una nacionalidad y se adquiere un nuevo domicilio social 
y como consecuencia una nueva nacionalidad. 

Es por lo tanto necesario sobre la base de esta distinción seña­
lar el dominio de aplicación de las dos Leyes. No es dudoso que la 
Ley del domicilio social nuevo se aplica a la escritura y a los Esta­
tutos de la Sociedad que deberán de estar de acuerdo con las Le­
yes de su nuevo domicilio social, o sea, del nuevo Estado. 

B) La adaptación de los Estatutos. La transferencia del domi­
cilio social y como consecuencia el cambio de nacionalidad, lleva 
consigo la necesidad de adaptar los Estatutos de la Sociedad a su 
nueva nacionalidad, es decir, están sujetos al nuevo Estado. Los 
Estatutos de la Sociedad que han cambiado de nacionalidad tie­
nen necesidad de adaptarse a la queva legislación bajo la cual se 
encuentra sometida la sociedad. No se trata de constituir una nue­
va sociedad, se trata de reconocer la antigua sociedad cuya perso­
nalidad jurídica permanece idéntica, pero esta misma sociedad 
tiene la necesidad de poner de acuerdo su escritura y Estatutos 
con su nueva Ley nacional. 

La doctrina ha calificado el cambio de nacionalidad de una so­
ciedad de diferente forma. Para Streit el cambio de nacionalidad 
de una sociedad como consecuencia del cambio del domicilio so­
cial permaneciendo idéntica la personalidad jurídica de la socie­
dad, requiere los siguientes requisitos. Primero: El cambio de na­
cionalidad sea permitido por las Leyes del Estado antiguo. Segun­
do: Que se respeten las Leyes de orden público del Estado origina­
rio y del nuevo. Y tercero: Que la sociedad cumpla todos los re­
quisitos legales en el país donde adquiere la nueva nacionalidad. 
Para Rundstein el supuesto de cambio voluntario de nacionalidad 
es válido cuando entre ambas nacionalidades existen convenios o 
tratados sobre este tema. 

Pero esta tesis no es admitida siempre aun en los supuestos de 
cambio de nacionalidad por cambio de domicilio social. Según 
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Asser para que exista cambio de nacionalidad es necesario que la 
sociedad se extinga en su antigua nación y se cree una nueva en su 
nuevo país. Fedozzi dice que cuando una sociedad cambia de na­
cionalidad lleva consigo su disolución inmediata. Y Weiss consi­
dera que no se puede hablar respecto a las sociedades de cambio 
de nacionalidad, sino de la sustitución de una sociedad extranjera 
por una nueva sociedad nacional. Nussbaum como opinión pre­
valente estima que todo cambio de nacionalidad de una sociedad 
lleva consigo la extinción de ésta y la creación de una nueva en su 
nuevo Estado. 

Este criterio es el mantenido por Rühland que empieza por de­
cir que la doctrina y la jurisprudencia alemana consideran que 
cuando una sociedad transfiere su domicilio social a un país ex­
tranjero, tiene como consecuencia la pérdida de su nacionalidad y 
de su personalidad jurídica y por lo tanto, la sociedad aparece en 
la situación de una sociedad en liquidación; según este autor, en el 
momento que una sociedad ha decidido por medio de un acuerdo 
llevar su domicilio social al extranjero, la nacionalidad y la perso­
nalidad jrídica de la sociedad cesan al mismo tiempo. La sociedad 
no solamente pierde su nacionalidad sino que como consecuencia 
se producen su extinción como tal sociedad; pues esta sociedad se 
sustrae al ordenamiento jurídico al cual debía su existencia 11• 

La doctrina francesa aparece en este punto dividida. Para Ni­
boyet no es posible que una sociedad domiciliada en un Estado 
pueda transferir por medio de acuerdos sociales su domicilio a 
otro Estado y como consecuencia adquirir la nacionalidad de este 
nuevo Estado manteniendo su identidad o sea conservando su 
personalidad jurídica. En estos casos para este autor no cabe más 
que una solución: disolver la sociedad en su antiguo país y volver­
la a crear de nuevo en su nueva nación y este es el criterio de Ha­
mel y Lagarde. 

Pero este criterio no es mantenido por otra parte de la doctri­
na francesa, para Batiffol el cambio de nacionalidad por altera­
ción de domicilio social no supone modificación de la sociedad, la 
cual permanece idéntica, es decir, continúa siendo la misma. 
Loussouarn y Bredin en su importante obra del Derecho Comer­
cial Internacional estima que la mayoría de la doctrina francesa es 
la de considerar que el cambio de nacionalidad de una sociedad 
por razón de cambio de su domicilio no altera la personaliad jurí­
dica de ésta ya que continúa siendo idéntica, considera que las so­
ciedades existen antes de ser reconocidas por la Ley 12

• 

11 Rühland. Academie de Droit International Prive. Cours 1933 III. Pag. 431. 

12 Lefebre D'Ovidio. Obra citada. Pag. 118. 
Caflisch. Obra citada. Pag. 151. 
Cavaglteri. Obra citada. Pag. 134. 
Batiffol y Lagarde. Obra citada. Tomo I, pag. 231. 
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Derecho español. El cambio de nacionalidad de una sociedad 
extranjera que adquiere la nacionalidad española lleva consigo el 
cambio de la competencia legislativa. La sociedad extranjera se ha 
convertido en sociedad española y se encuentra por lo tanto sujeta 
a las Leyes del Estado español y como consecuencia de esto proce­
de adaptar los Estatutos y la escritura a su nueva normativa jurí­
dica para que pueda ser inscrita en el Registro Mercantil como 
conscuencia obtener la personalidad jurídica y adquirir la nacio­
nalidad española. Hemos visto cómo el cambio de nacionalidad 
de una sociedad supone la aplicación de dos tipos de Leyes: La 
Ley de su antigua nacionalidad y la Ley de su nueva nacionalidad. 
En el supuesto del derecho español regulado en el artículo 89 del 
R.R.M. se requiere una doble calificación. Primero: Si se han 
cumplido los requisitos de la Ley extranjera para acordar el cam­
bio de nacionalidad y si se cumplen los requisitos del artículo 89 
del R.R.M. requiere para adquirir la nacionalidad española. Co­
mo hemos visto antes, en el cambio de nacionalidad de sociedads 
se tienen que dar o cumplir todas las condiciones de las Leyes del 
antiguo Estado, cuya na~ionalidad se pierde y de las Leyes de su 
nuevo Estado cuya nacionalidad se adquiere; cada una de estas le­
yes debe jugar su papel en los supuestos de alteración de la nacio­
nalidad. 

Cuando se acuerda el cambio de nacionalidad de una sociedad 
extranjera para adquirir la nacionalidad española, el acuerso so­
cial debe adaptarse con arreglo a las Leyes de su Estado origina­
rio, es decir, del Estado cuya_nacionalidad se pierde, y a su vez la 
nueva sociedad ha de adaptarse a la normativa del derecho espa­
ñol que recoge el artículo 89 del R.R.M. y que podemos clasificar 
así: 

Primero: Acuerdo de cambio de nacionalidad. Se rige por la 
Ley del Estado cuya nacionalidad se pierde. García Amigó en sus 
Instituciones de Derecho Civil, dice que no cabe el supuesto de 
doble nacionalidad en materia de sociedades y considera que ade­
más del acuerdo de cambio de nacionalidad de la sociedad extran­
jera, debe ir acompañado de la renuncia expresa de dicha socie­
dad extranjera a su nacionalidad de origen, sin cuyo requisito no 
procede la inscripción en el Registro Mercantil. 

Segundo: Se hará una primera inscripción en el Registro Mer­
cantil de la sociedad extranjera que ha adquirido la nacionalidcd 

Arminjon. Obra citada. Pag. 88. 
Mayer. Obra citada. Pag. 713. 
Anzilotti. Scritti D. lnternazionale Privato. 11 Mutamento di Nazionalita nella societa commerciale 
1960. Pag. 695. 
V. Elst y Wesser. Droit. Prive Beige. Tomo l. 1983, pag. 253. 
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española y por lo tanto la escritura y Estatutos han de reunir to­
dos los datos necesarios para la primera inscripción de una Socie­
dad Anónima en el Registro Mercantil, requisitos y condiciones 
que determinan los artículos 100, 101 y 102 del R.R.M. 

Tercero: Se hará constar el domicilio de la sociedad que ha ad­
quirido la nacionalidad española en España; este requisito se exi­
ge expresamente en el artículo 89 del R.R.M. y en el artículo 102-e 
del R.R.M. 

Cuarto: Se hace constar el capital social y el valor del patrimo­
nio líquido que resulte del balance, expresándolo en moneda es­
pañola al tipo de cotización oficial. 

Quinto: En su caso se aplica la normativa del artículo 88 del 
R.R.M. es decir, que se han de presentar las escrituras o actos de 
constitución social y los Estatutos con el certificado expedido por 
el Cónsul Español de que la sociedad que ha cambiado de nacio­
nalidad estaba autorizada y constituida con arreglo a las leyes de 
su país respectivo. 

Para Cámara, el artículo 89 del R.R.M. acepta el criterio que 
cuando una sociedad extranjera pierde su nacionalidad y adquiere 
la española, la sociedad es la misma y conserva su personalidad 
jurídica. Esto se prueba según Cámara por las referencias que el 
artículo 89 del R.R.M. hace respecto al balance cerrado el día an­
tes-del acuerdo de cambio de nacionalidad al capital social y el pa­
trimonio líquido; todos estos conceptos se pueden asimilar a la 
transformación de sociedades, artículo 136 y 137 de la L.S.A. La 
transformación efectuada con arreglo a los artículos citados, no 
cambia la personalidad jurídica de la sociedad que continúa sub­
sistiendo bajo esta nueva forma. 

Esta afirmación1 como hemos visto antes, no es compartida 
por la doctrina, pues mientras Niboyet sostiene que no es posible 
que mediante acuerdos sociales una sociedad pueda cambiar de 
nacionalidad, si no es disolviendo la sociedad y volviéndola a 
crear de nuevo, nos encontramos con el criterio opuesto de Batif­
fol que considera que cuando la nacionalidad de una sociedad es­
tá vinculada al domicilio social, cabe por medfo de acuerdos so­
ciales que una sociedad traslade el domicilio social de un Estado a 
otro y como consecuencia pierda la nacionalidad de su Estado ori­
ginario y adquiera la nacionalidad de su nuevo Estado, y todo ello 
siendo la misma sociedad, o sea, conservando su personalidad ju­
rídica. 
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Así como en el supuesto de adquisición por una sociedad ex­
tranjera de la nacionalidad española está regulado en el artículo 
89 R.R.M., el caso de que una sociedad española adquiera la na­
cionalidad extranjera, carece de normativa legal concreta y sobre 
esta base se intenta resolver esta cuestión. 

Vamos a utilizar el derecho comparado que es un criterio para 
comprender y aplicar si es posible el derecho español. En este as­
pecto volvemos a referirnos a la obra de Loussouarn y Bredin y 
por lo tanto el examen se hace con relación al derecho francés. 

Cuando el legislador introduce en Francia la Ley de Responsa­
bilidades Limitada de 7 de marzo de 1925, en su artículo 31 dice 
que los asociados no pueden cambiar de nacionalidad si no es por 
acuerdo unánime de todos los socios. El criterio jurídico no puede 
ser más riguroso, puesto que si se permite a las Sociedades de Res­
ponsabilidad Limitada cambiar de nacionalidad, se requiere a su 
vez la unanimidad de todos los socios. La Ley de Sociedades Anó­
nimas vigente,de 1966 en Francia, permite que la Sociedad Anóni­
ma cambie de nacionalidad, pero requiere para ello dos condicio­
nes: 

Primero: Acuerdo de la Junta General Extraordinaria de cam­
bio de nacionalidad. 

Segundo: Que el país que reciba esta sociedad anónima que ha 
dejado de ser francesa, haya concluido con Francia un acuerdo en 
virtud del cual se permite la transferencia del domicilio social; que 
esto suponga la adquisición de una nacionalidad extranjera y que 
la sociedad conserve su personalidad jurídica. 

Para Cámara el cambio de nacionalidad española por una so­
ciedad extranjera requiere los siguientes requisitos 13• 

Primero: Que la sociedad española deberá tomar el acuerdo de 
cambio de nacionalidad y a su vez renunciar a la nacionalidad es­
pañola. 

Segundo: Esto lleva consigo adaptar la escritura y estatutos de 
la sociedad española a las leyes extranjeras cuya nacionalidad se 
adquiere y el traslado del domicilio social en España a la nación 
extranjera cuya nacionalidad se adquiere y el traslado del domici-

13 Cámara. Obra citada. Tomo 11. Pag. 708. 
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lio social en España a la nación extranjera cuya nacionalidad ha 
sido adquirida. 

Tercero: Respecto a los requisitos que tiene que reunir el 
acuerdo de cambio de nacionalidad para Cámara sirven los crite­
rios señalados en la Ley de Sociedades Anónimas para transfor­
mación de sociedades. La transformación de una sociedad anóni­
ma deberá adoptarse en Junta General y con las mayorías que se 
señalan el artículo 58 de la L.S.A. Y este acuerdo sólo obliga a los 
accionistas que hayan votado a su favor, los accionistas disiden­
tes, artículo 134 de la L.S.A., tienen derecho a la separación reci­
biendo la parte que les corresponda en el patrimonio social, artí­
culo 135 L.S.A. El acuerdo de cambio de nacionalidad requiere 
pues para Cámara un acuerdo de transformación de sociedades 
para adquirir una nueva nacionalidad y un derecho de separación 
de los accionistas en la forma que hemos visto. 

Para este autor, el cambio de nacionalidad de una sociedad es­
pañola para adquirir la extranjera, no comporta la extinción de la 
sociedad en España y su nueva creación en el extranjero. Se consi­
dera que la sociedad que cambia de nacionalidad de España al ex­
tranjero es idéntica y conserva su personalidad jurídica. 

Pero no podemos aceptar en este punto la tesis de Cámara de 
que los acuerdos sociales para cambiar de nacionalidad, es decir, 
para que una sociedad española se convierta en extranjera, tengan 
una analogía con el tema de la transformación de sociedades. 

Creemos que el acuerdo social de cambio de nacionalidad por 
una sociedad española y el acuerdo social de transformación de 
una sociedad anónima son dos cosas diferentes como vamos a tra­
tar de explicar. 

La transformación de sociedades, en el caso de sociedades 
anónimas, es una operación jurídica que consiste en que una so­
ciedad anónima se pueda transformar en una sociedad regular co­
lectiva, comandatiaria o sociedad limitada. Esta transformación 
no altera la personalidad jurídica de la sociedad que continúa sub­
sistiendo bajo una nueva forma. 

La transformación de la sociedad anónima regula un supuesto 
concreto, que una sociedad anónima se transforme en sociedad 
regular colectiva, en comanditaria o en sociedad de responsabili­
dad limitada, pero no parece que este supuesto tan concreto pue­
da aplicarse a un concepto de estructura radicalmente diversa co­
mo es el cambio de nacionalidad; una cosa es tomar un acuerdo 
de transformación y otra cosa es tomar un acuerdo de cambio de 
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nacionalidad: La naturaleza de los acuerdos son diferentes y las 
consecuencias jurídicas son completamente distintas. 

El acuerdo de una sociedad anónima de cambio de nacionali­
dad dejando de ser sociedad española y adquiriendo la nacionali­
dad extranjera y a su vez el traslado del domicilio social de Espa­
ña al extranjero no es nada parecido a un acuerdo de transforma­
ción de sociedades que tiene por objeto que una sociedad anóni­
ma se transforme en regular colectiva, comanditaria o de respon­
sabilidad limitada. 

Cuando una sociedad anónima española acuerda el cambio de 
nacionalidad, no se produce una transformación, sino una extin­
ción de la sociedad anónima. Para que exista una sociedad anóni­
ma es necesario, según el artículo 5.0 de la L.S.A. que esté consti­
tuida en España, que tenga nacionalidad española y su domicilio 
dentro del territorio nacional. El acuerdo de la sociedad anónima 
de adquirir la nacionalidad extranjera, de adquirir domicilio so­
cial en el extranjero suponen a nuestro juicio la extinción de la so­
ciedad anónima y entrar en período de liquidación. Si es necesario 
para la existencia de una sociedad anónima la nacionalidad espa­
ñola y el domicilio en España, desde el momento en que por 
acuerdo social no existe nacionalidad española por haber adquiri­
do la extranjera y el domicilio se fija en el extranjero, se dan los 
presupuestos contrarios a la existencia de la sociedad anónima es­
pañola, según el artículo 5.0 L.S.A. y por lo tanto se produce la 
extinción de la sociedad. 

No cabe por lo tanto que por la vía de transformación tal y co­
mo está regulada en la L.S.A. una sociedad española se convierta 
en extranjera conservando su personalidad jurídica, o sea, mante­
niendo su identidad. 

La sociedad anónima española que tome el acuerdo de adqui­
sición de una nacionalidad extranjera y como consecuencia la pér­
dida de la nacionalidad española y que traslade su domicilio social 
al extranjero, queda extinguida por aplicación del artículo 5.0 de 
la L.S.A. y se inicia su proceso de liquidación y de disolución; se 
cancelarán los asientos en el Registro Mercantil, artículo 168 del 
R.R.M. y debe ser creada de nuevo bajo las leyes del Estado cuya 
nacionalidad ha decidido adquirir. Con esto se da por finalizado 
este discurso. Muchas gracias. 
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Sefiores Académicos: 
Señ.oras y Señ.ores: 

Acepté en su momento, con especial agrado, y cumplo hoy 
con igual satisfacción, el honroso encargo, que me fue confiado, 
de pronunciar el discurso de contestación, como portavoz de esta 
Real e Ilustre Corporación, en la ceremonia solemne de recepción 
en su seno del nuevo académico. 

Entiendo yo, que la contestación al discurso de ingreso, ha de 
ser, no sólo una felicitación o bienvenida, sino, ante todo, expre­
sión fiel de la cordial y calurosa acogida, con que la Academia re­
cibe, a quien, por primera vez, accede y se integra en ella. 

Y a fuer de sincero, he de decir que, en este caso, tanto la feli­
citiación como la acogida deben ser, a la vez, y necesariamente, 
jubilosas y prometedoras. 

Hemos escuchado un discurso, en el que, con claridad en las 
ideas, brillantez en la exposición, y enjundia y profundidad en el 
contenido, se han abordado todos y cada uno de los problemas, 
que hoy presenta la compleja realidad jurídica del tema, que cons-

0 .... tituye su objeto; planteando y resolviendo, con acierto y buen 
sentido, las espinosas y difíciles cuestiones que su estudio suscita, 
a quienes, como el nuevo académico, le han dedicado, con ejem­
plar perseverancia, sus afanes y desvelos. 

Ricardo Egea, cursó la carrera de Derecho en la Universidad 
de Murcia con brillantes calificaciQnes, y en este mismo Centro 
obtuvo el doctorado con la calificación de sobresaliente «cum lau­
de». 

En el afio 1955 oposita, tanto a Notarías, como a Registros de 
la Propiedad, ingresando en ambos cuerpos. Ha ejercido de No­
tario en Sequeros, Orihuela y Ceuta, y de Registrador de la Pro­
piedad en Grandas de Saline, Lorca y Santa Cruz de Tenerife. En 
la actualidad es titular del Registro de la Propiedad nº 2 de Mur­
cia, y ha sido en el curso 82-83 profesor encargado de Derecho In­
ternacional Privado. 

Sus estudios y publicaciones están en la Revista Crítica de De­
recho Inmobiliario, y en la Revista de Derecho Privado, así como 
en sendas obras colectivas, publicadas en homenaje al profesor 
Castán y a Roca Sastre, respectivamente. 

Todos sus trabajos, tienen el mérito de aportar al tema de que 
tratan, ideas originales, personales y propias, sin caer en el error, 
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harto frecuente, de limitarse unicamente a ordenar ideas ajenas, 
en una labor de meros copistas, abrumada de citas y más citas, 
con lo que, si se pretende, ingenua y vanamente impresionar a in­
cautos, no se consigue otra cosa, que revelar y poner al descubier­
to una falsa y falaz erudición. 

El nuevo académico representa el equilibrio y la civilizada 
convivencia de un hombre sosegado y tranquilo, huidor perma­
nente del mundanal ruido. 

Es un jurista prestigioso, formado con el estudio en las aulas 
universitarias primero, y con la experiencia nuestra de cada día 
después, porque es en el estudio y en el trabajo, donde única y ex­
clusivamente está la clave. El éxito y el prestigio no vienen a ser 
otra cosa, no lo dudéis, que una larga y paciente tenacidad en el 
estudio, la lectura, y la formación. 

La auténtica vocación del jurista, tiene mucho parecido con la 
vocación religiosa y, al igual que ella, exige el sacrificio de una en­
trega total. No se puede ser jurista a medias, como no se puede ser 
monje a medias, y pienso yo, que el monje es el jurista de su pro­
pia alma, pues solamente con una ascética oblación de toda la vi­
da a la ciencia del Derecho se puede ser un buen jurista. 

De lo contrario se cae en la categoría de aficionado, lo cual 
puede ser un juego elegante y gracioso, para amenizar y hacer 
amable la vida, pero sin la trascendencia de aquellos casos que es­
tán ungidos por el esfuerzo, el sacrificio y la constancia. 

No es difícil imaginar la consternación de una generación de 
hombres, no jóvenes ya, pero no viejos aún, cuando advierten y 
descubren ahora con sorpresa que, aquellas cualidades en que se 
forjaron sus espíritus: la austeridad, la sobriedad, la obra bien he­
cha, la sencillez, la autenticidad y el esfuerzo; en definitiva, todo 
lo que se ha amado, y que da reciedumbre, solidez y sentido tras­
cendente a la vida, se intenta desconocer y sustituir, por una espe­
cie de epicureismo insensato y, a veces, cínico, cuyo único objeti­
vo, parece ser que se centra en una sola idea, la de «tener y 
gozar», y que, con el transcurso del tiempo, nos atrevemos a vati­
cinar resultará peligroso, porque de una u otra manera, conducirá 
inexorablemente al desarme moral del individuo y de la sociedad 
con todas las graves consecuencias que ello comporta para la sere­
nidad del espíritu, la ordenación de las ideas y los principios, y en 
fin para la convivencia humana. 

Pero no caigamos en el pesimismo y levantemos el corazón. 
Todo pasa y los errores y equivocaciones de nuestro tiempo pasa-
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rán también, como pasaron otros, y volverá lo que está de acuer­
do con las exigencias eternas del alma humana. Y cuando todos 
estos torpes manejos estén olvidados, se tendrá en constante esti­
ma la labor honrada y silenciosa, de aquellos hombres valerosos y 
aguerridos que, desoyendo los cantos de sirena, resistieron impá­
vidos, y con entereza, los atractivos de la seducción, y lograron 
permanecer fieles a sí mismos. 

Las circunstancias actuales, no son por fortuna, las de aque­
llos tiempos en que la condición de ciudadano y extranjero signifi­
caba profundas y radicales diferencias. En la antigua Roma, allí 
donde, a los extranjeros se les denominaba «hostes», y no se les 
reconocía más derechos que los meramente naturales, los estable­
cidos por el «ius gentium»; privados como se hallaban, no sólo de 
los derechos políticos, sino de los civiles propiamente dichos; la 
distinción entre ciudadanos y extranjeros tenía para el legislador, 
grande interés y excepcional importancia. 

En los tiempos presentes, ahora que, merced a la moderna ci­
vilización y progreso, se reconoce, por regla general, a los extran­
jeros los mismos derechos civiles que a los nacionales, es induda­
ble que, bajo este puno de vista, ha disminuido la importancia de 
semejante distinción. 

Mas nadie puede desconocer que, todavía, aparte del orden 
político, en el que la cualidad de ciudadano es base y fundamento 
de derechos y obligaciones; en el orden privado, en lo que se refie­
re a las relaciones civiles, la cualidad de extranjero, sirve para de­
terminar su capacidad legal, y demás circunstancias a que hace re­
ferencia el estatuto personal. 

Al lado de las personas naturales, existen las personas jurídi­
cas, esas entidades morales, Que tienen la razón de su existencia en 
la necesidad de satisfacer ciertos fines humanos, para cuya reali­
zación y cumplimiento es insuficiente, por sí solo, el esfuerzo in­
dividual. 

Como personas jurídicas que son, cuya esfera de acción es, 
por lo común, más amplia y dilatada que la de los individuos, tie­
nen, lo mismo que las naturales su nacionalidad propia e indepen­
diente; hay, pues, sociedades nacionales y extranjeras. 

La n·acionalidad de las personas jurídicas pone de manifiesto, 
un triple orden de consideraciones, a saber: su reconocimiento 
por los demás ordenamientos jurídicos nacionales; la atribución 
de nacionalidad y, el problema de su estatuto personal. 
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En cuanto al primer orden de consideraciones, hemos de decir 
que, los artículos 27 del Código Civil y 15 y 21 del Código de Co­
mercio, siguen una actitud en este punto que puede calificarse de 
liberal, no obstante la lógica corrección que supone la interven­
ción prevista del orden público, y la aplicación de la ley territorial 
española. 

Respecto a la determinación de los criterios, según los cuales, 
se atribuye la nacionalidad a las personas jurídicas, que es la se­
gunda cuestión de las planteadas al principio, se han utilizado los 
siguientes: 

A). El llamado, principio de asimilación personal, que aplica a 
la entidad la misma nacionalidad que tengan sus miembros o sus 
directores o gerentes. 

B). El que atribuye la nacionalidad en función del lugar donde 
la sociedad ejerce sus actividades. 

C). El sistema inglés de la «irtcorporation», que otorga la na­
cionalidad del país, donde se autoriza la sociedad, atendiendo por 
tanto al lugar de la constitución formal. 

D). El principio de asimilación real, que atiende a la situación 
de los bienes del capital, o al lugar de la emisión de los títulos que 
lo representan. 

E). La doctrina del acto de autonomía, que determina la na­
cionalidad, en función de la voluntad de los fundadores. 

F). El principio de la sede social o domicilio y, 

G). La doctrina del efectivo control de la sociedad, y ello, no 
sólo en lo que hace referencia a sus elementos personales, sino 
también a los reales que configuran la existencia y funcionamien­
to de aquélla. 

El tercer problema que hemos esbozado se refiere al estatuto 
personal, considerado como el ordenamiento jurídico que debe 
regular el alcance y los límites de la actuación de la persona jurídi­
ca en sus actividades concretas, donde se impone la tesis generali­
zada de la atribución de un estatuto unitario. 

La nacionalidad de las sociedades presenta importantes con­
notaciones, tanto en el campo del derecho tributario, como en el 
de la economía. 
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Buena prueba de ello la ofrece, el que, entre los motivos deter­
minantes de la búsqueda y elección por las sociedades, de una u 
otra nacionalidad, ocupan lugar preferente, las razones de una y 
otra índole, esto es, tanto las fiscales, como las económicas. De 
ambas, me propongo tratar, a continuación, aunque sea muy bre­
vemente. 

En el primer aspecto, tenemos que anotar sin embargo, el he­
cho de que en el Impuesto sobre Sociedades, no existe, ni se reco­
ge, la distinción, propiamente dicha, entre sociedades españolas y 
extranjeras. 

La tributación en este impuesto, no se hace en función del 
concepto jurídico de la nacionalidad, sino, de acuerdo con lo que, 
la legislación fiscal, denomina «residencia en España»; concepto 
realista, que tiene un significado más amplio, y que desenvuelve 
su actuación, lógicamente, en el ámbito limitado y específico de 
este impuesto. 

La sujección al Impuesto de Sociedades se establece en su ley 
reguladora, en relación con dos categorías jurídico-tributarias: la 
obligación personal de contribuir, y la obligación real. 

La obligación personal, comprende y abarca, a las sociedades 
que sean residentes en España, entendiéndose como tales, las que 
cumplan cualquiera de los tres requisitos siguientes: 

A). Que se hubieran constituido conforme a las leyes españo­
las. 

B). Que tengan su domicilio social en territorio español, o 

C). Que tengan la sede de dirección efectiva en dicho territo-
rio. 

Advertimos aquí, cómo se desnaturaliza el significado propia­
mente jurídico del término residencia, como lugar, donde se tiene 
la sede (resideré); donde se vive o habita; para utilizar, en fÓrma, 
alternativa y singular, tres de los criterios que, anteriormente, he­
mos señalado como posibles determinantes de la nacionalidad. 

No cabe duda que el tránsito desde el principio de la nacionali­
dad, al de la residencia, ha supuesto un notable avance, que, co­
mo tal, ha sido, rápidamente aceptado y asumido, por la totali­
dad de los países del mundo civilizado. 

Esta aceptación general, encuentra su razón de ser en que, el 
principio de la residencia ha sido recogido expresamente en el mo-
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delo o convenio-tipo, aprobado por la 0.C.D.E. (Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico), para evitar la 
doble imposición. 

Pero incluso, ha llegado el momento de seguir adelante, dan­
do un paso más, en la búsqueda de soluciones definitivas a los 
problemas que plantea la doble imposición internacional. Proble­
mas y soluciones que deben abordarse en cuanto tales, con entera 
independencia y separación, del lugar en que una persona física es 
gravada sobre el conjunto de su renta, o su patrimonio; o del lu'" 
gar, en que una sociedad tiene su sede o su dirección. 

La cuestión surge y se complica, cuando existen relaciones 
económicas con un tercer Estado, que llevan consigo doble impo­
sición. El ejemplo más claro lo hallamos en el caso de que, la so­
ciedad de un país A, reciba, a través de una sucursal sita en un 
país B, renta procedentes de un país C. 

La solución propuesta por los expertos de la indicada organi­
zación internacional, se basa en la idea cardinal, de amparar en 
los tratados bilaterales de doble imposición, no sólo a los «resi­
dentes», de los estados contratantes, sino también a los «constri­
buyentes» de estos estados. De modo y manera que se sustituye, 
la idea de residencia, por la de efectiva contribución a las cargas 
públicas de un estado. 

Ello es así, porque, en definitiva, lo importante para el éxito o 
el fracaso de una empresa, no es la residencia del empresario, sino 
el lugar donde esté situada la explotación; lo que desde luego es 
comprensible, si tomamos en consideración, la fundamental idea 
de que, una empresa comercial e industrial, sólo puede ser verda­
deramente competitiva, cuando está sometida a las mismas condi­
ciones que las empresas concurrentes del mismo sector territorial. 

Aunque sólo hagamos mera referencia, debemos dejar cons­
tancia, también aquí y ahora, de otro acontecimiento importante 
de repercusión internacional en este aspecto de la nacionalidad in­
dividual y social. Nos estamos refiriendo a lo que viene calificán­
dose, como «nomadismo tributario», y que está constituido por 
las numerosas sociedades y fortunas que, mediante frecuentes 
cambios de nacionalidad, buscan incansablemente los denomina­
dos «paraisos fiscales», donde poder asentarse apaciblemente, al 
abrigo de desagradables sorpresas y contrariedades. 

En cuanto al ámbito del régimen jurídico de las inversiones de 
capital extranjero, y del control de cambios, tampoco se utiliza 
por el legislador exclusivamente, la institución jurídica de la na-
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cionalidad, sino que acude, conjuntamente a esta idea y a la de re­
sidencia. 

La importancia, que tiene aquí, el concepto de nacionalidad, 
puede calificarse de primera magnitud, y buena prueba de ello es 
que, toda la normativa reguladora de esta materia, se fundamen­
ta, en la distinción entre inversiones de los españoles, y las que ha­
cen los extranjeros. 

A este propósito que nos ocupa en el día de hoy, de la nacio­
nalidad de las sociedades, puede proclamarse, sin temor a error, 
que el movimiento de capitales, constituye uno de los fenómenos 
más característicos de las relaciones entre estados de los tiempos 
que vivimos. 

El instrumento jurídico que se utiliza y sirve con frecuencia 
para estos fines, es la nacionalidad de las sociedades y empresas. 

Se trata de un hecho mundial, puesto que no existe país en el 
que no se reflejan , de una u otra forma, movimientos internacio­
nales de capital, lo que conlleva y comporta, no sólo consecuen­
cias de índole económica, sino también socio-culturales, políticas 
y jurídicas, por lo que puede afirmarse, que estamos en presencia 
de un fenómeno social, integral que afecta de modo transcenden­
te, a la totalidad de la vida social de la nación que invierte, y de la 
que recibe la inversión. 

A partir del fin de la Segunda Guerra Mundial se establece un 
orden económico internacional de corte neoliberal, cuya primera 
manifestación la constituye la «Carta del Atlántico», firmada por 
el presidente Roosevelt y el «premien> británico Churchill, en Te­
rranova, en la que se daban a conocer los grandes principios polí­
ticos y económicos, que deberían regir el que ellos llamaban 
«mundo mejor», de después de la guerra. 

Sus principales características fueron: Primero, su base con­
vencional, lo que llevaba consigo la natural consecuencia, de cier­
ta pérdida de soberanía para los estados; segundo, la idea de coo­
peración, que tenía su fundamento en una real situación de inter­
dependencia económica entre los estados; tercero, la multiplica­
ción de los organismos económicos internacionales, que supuso 
una evidente y gran institucionalización de la estructura económi­
ca mundial; y por último, los principios de libertad y no discrimi­
nación, en las transaciones económicas internacionales. 

En tiempos más recientes, hemos asistido al. nacimiento de lo 
que comúnmente es conocido como «nuevo orden económico in­
ternacional». 
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Se inicia con el comunicado final de la conferencia de Badung 
de 1955, que marca la presencia activa, en la escena política y eco­
nómica inernacional, de los países del tercer mundo. 

Más tarde la «Carta de Argelia» de 1967, viene a significar, de 
alguna manera, un «memorándum», de críticas y quejas de las 
naciones subdesarrolladas a la política de los países industrializa­
d0s. 

Finalmente, la Organización de las Naciones Unidas, en la Se­
sión Extraordinarias de su Asamblea General de septiembre de 
1975, proclama al mundo, su filosofía, en orden al desarrollo y la 
cooperación económica internacional, afirmando que su objetivo 
no es otro que reducir las diferencias de desarrollo entre los pue­
blos, aminorando las existentes entre los países industrializados y 
los del tercer mundo, mediante una acción concertada y equitati­
va. 

La llegada de capital exterior en forma de sociedades de nacio­
nalidad española, es o debe ser, normalmente, consecuencia de 
los principios de solidaridad y cooperación entre los pueblos que 
forman la comunidad económica internacional; corrientes y mo­
vimientos financieros que han de estar favorecidos y estimulados 
por el ordenamiento jurídico interno, como eficaz instrumento de 
política económica, para la atracción de capitales extranjeros, que 
potencien y fortalezcan, dentro de un orden, la economía nacio­
nal. 

Después de todo lo dicho, sólo me resta ahora concluir este 
discurso, habiendo votos, porque las vanguardias, de esas masas, 
de capital itinerante, que vagan errantes por el mundo, oteando el 
horizonte internacional, en busca de inversiones ventajosas, no 
recalen en nuestra patria, como nefastos precursores de un colo­
nialismo económico pernicioso, y por ello, no deseable; sino co­
mo providenciales mensajeros, anunciadores, de una larga y esta­
ble, paz y prosperidad, para todos. 

Nada más y muchas gracias 






	Página en blanco
	Página en blanco
	Página en blanco
	Página en blanco
	Página en blanco



